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Proyecto de Ley No. 022 de 2011

“Por la cual  se reglamenta el derecho de libertad de conciencia, 

reconocido en el artículo 18 de la Constitución Política”
SINTESIS DEL PROYECTO

El proyecto de ley en estudio tiene como objeto regular el ejercicio de la objeción de conciencia, como manifestación del derecho a la libertad consagrado en el artículo 18 de la Constitución Política.

En este sentido la iniciativa presenta un articulado para discusión, en el que se define la objeción de conciencia, los supuestos para los que procede y los límites al ejercicio de la misma. 

TRÁMITE DEL PROYECTO

Origen: Congresional.

Autor: Bancada del Partido Conservador. 
Proyecto Publicado: Gaceta No 533 de 2011.
COMPETENCIA Y ASIGNACIÓN DE PONENCIA

Mediante comunicación de fecha 02 de agosto y notificado el 04 de los mismos, fuimos designados ponentes para primer debate del presente Proyecto de Ley. 
ESTRUCTURA DEL PROYECTO

El proyecto consta de 15 artículos, descritos a continuación:

	Artículo 1°.


	Consagra el derecho a la libertad de conciencia. 

	Artículo 2°.


	Describe los aspectos que abarca el derecho a la objeción de conciencia.

	Artículo 3°.


	Describe el derecho a la objeción de conciencia.

	Artículo 4°.


	Establece las restricciones a la objeción de conciencia.

	Artículo 5°.


	Prohíbe la discriminación por razón del ejercicio de la objeción de conciencia. 

	Artículo 6°.


	Establece procedimiento cuando sea necesario hacer la respectiva objeción de conciencia ante alguna situación fáctica que lo amerite. 

	Artículo 7°.


	Establece los parámetros a examinar por las autoridades que ejercen la objeción de conciencia.

	Artículo 8°.


	Consagra que cualquier duda debe ser resuelta a favor de objetor de conciencia.

	Artículo 9°.


	Establece los supuestos fácticos en los que procede la objeción de conciencia.

	Artículo 10°.
	Determina que el Gobierno nacional debe regular los supuestos fácticos de la objeción de conciencia.

	Artículo 11°.
	Estipula la posibilidad de celebrar tratados de derecho público en los que se regule el derecho de objeción de conciencia.

	Artículo 12°.
	Reconoce la libertad de conciencia a las personas jurídicas de derecho privado. 

	Artículo 13°.
	Establece que quienes hagan parte de las instituciones consagradas en el artículo anterior deberán comportarse de conformidad con los estatutos sin perjuicio de las sanciones disciplinarias a que haya lugar.

	Artículo 14°.
	Las autoridades del orden nacional y territorial deben divulgar esta ley por los medios más expeditos. 

	Artículo 15°.
	Vigencia. 


COMENTARIOS DEL PONENTE

Introducción 

La Constitución Política de 1991 consagra en el artículo de 18 la libertad de conciencia, como el derecho de todo persona a no ser molestado por razón de sus convicciones o creencias ni obligado a actuar en contra de su propia conciencia, de igual manera se garantiza el derecho a la libertad de cultos y de expresión, las que por vía jurisprudencial se ha reconocido están estrechamente ligadas, y alcanzan su manifestación en la objeción de conciencia; “La jurisprudencia constitucional ha destacado la existencia de un claro nexo entre la objeción de conciencia y la libertad de pensamiento, la libertad religiosa y  la libertad de conciencia, “(…) hasta el punto de poder afirmar que la objeción de conciencia resulta ser uno de los corolarios obligados de estas libertades.”  Para la Corte, desde esa perspectiva, “(…) existe un escenario de realización humana dentro del cual las interferencias estatales o son inadmisibles o exigen una mayor carga de justificación.”  

A pesar de no estar incluido en la carta de derechos, la objeción de conciencia es el instituto a través del cual la libertad de conciencia, cultos y de pensamiento encuentran  su máxima expresión, razón por la cual este proyecto adquiere mayor relevancia, ya que tampoco existe un desarrollo legal que contemple las características y limitaciones de este derecho. 

La Objeción de Conciencia como Derecho

Si bien la Constitución de 1991 no contempla la objeción de conciencia como un derecho autónomo frente al derecho a la libertad de conciencia o de la libertad de cultos,  la Corte Constitucional en su desarrollo jurisprudencial  lo ha reconocido como un derecho de carácter fundamental; “La objeción de conciencia es un derecho constitucional fundamental que como todo derecho dentro de un marco normativo que se abre a la garantía de protección y estímulo de la diversidad cultural (artículo 1º y artículo 7º constitucionales) no puede ejercerse de manera absoluta. (ii)  El ejercicio del derecho constitucional fundamental a la objeción de conciencia recibe en la esfera privada por la vía de lo dispuesto en el artículo 18 Superior una muy extensa protección que solo puede verse limitada en el evento en que su puesta en práctica interfiera con el ejercicio de derechos de terceras personas”.
 
La objeción de conciencia se entiende como “la resistencia a obedecer un imperativo jurídico invocando la existencia de un dictamen de conciencia que impide sujetarse al comportamiento prescrito”
. La definición implica la existencia de varios supuestos para que se pueda configurar la objeción;

1. La existencia de una obligación jurídica sea esta de carácter constitucional o legal, la cual exija el cumplimiento de un determinado comportamiento o deber. 

2. La existencia de un mandato de la conciencia que se oponga  al cumplimiento de ese mandato jurídico, sin desconocer que la conciencia encuentra límites frente a los derechos de los demás, el orden público, la tranquilidad, la salubridad o la seguridad colectiva.

3. La existencia de un conflicto entre el cumplimiento de la obligación jurídica y el mandato de la conciencia que sea irreconciliable.

Características del derecho

El derecho de  objeción de conciencia al estar estrechamente ligado al derecho a la libertad, obedece a un derecho personalísimo que solo puede predicarse de las personas naturales y no de las personas jurídicas,  pues comprende la posibilidad que el cumplimiento de un deber entre en contradicción con las más íntimas y profundas convicciones del fuero interno de los seres humanos, al referirse a conciencia ello implica que esta solo se pueda predicar de las personas naturales y no de las personas jurídicas que son ficciones de derecho y de las cuales no se puede suponer   una conciencia en la términos que se prevén para las personas.

La objeción de conciencia no es un derecho absoluto en el evento en que su ejercicio interfiera en la garantía o cumplimiento de los derechos de terceras personas puede estar sujeto a limitaciones y restricciones.
Ahora bien estas convicciones internas de naturaleza  filosófica, política, religiosa, axiológica, ética y moral  que conforman la conciencia no bastan con ser meras opiniones sobre un tema o situación en concreto deben ser convicciones profundas y que estén íntimamente ligadas a las persona que así las exteriorice, en este punto la Corte Constitucional ha fijado unos lineamientos concretos pues las razones que aduce un objetor de conciencia no pueden ser simples caprichos para exonerarse del cumplimiento de una obligación jurídica. 
Derecho a la Libertad de Conciencia y Objeción de Conciencia en el Derecho Internacional 

El Sistema Universal de Derechos de Humanos reconoce la objeción de conciencia como parte integral del derecho a la libertad de conciencia, consagrado en el artículo 18 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, si bien es cierto que en el artículo no está taxativamente la Comisión de Derechos Humanos a través de su Comité de Derechos Humanos de la ONU en diversos pronunciamientos así lo ha establecido. 

No obstante en el Pacto no se mencione explícitamente el derecho a la objeción de conciencia, el Comité cree que ese derecho puede derivarse del artículo 18, en la “medida en que la obligación de utilizar la fuerza mortífera puede entrar en grave conflicto con la libertad de conciencia y el derecho a manifestar y expresar creencias religiosas u otras creencias”.

De igual manera la Convención Americana de Derechos Humanos de Naciones Unidas o Pacto de San José de Costa Rica, ratifica en su artículo 12 el derecho a la libertad de conciencia. Un año más tarde la Asamblea General de Naciones Unidas reconoció la necesidad de reconocer la Objeción de Conciencia como un derecho humano, razón por la cual conminó a los Estados parte a reconocerla como derecho dentro de sus legislaciones.

Derecho a la Libertad de Conciencia y Objeción de Conciencia en el Derecho Comparado 

Chile 

Artículo 19, Numeral 6 Constitución Política de Chile: 

La Constitución asegura a todas las personas, la libertad de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas costumbres o al orden público. Las confesiones religiosas podrán erigir y conservar templos y sus dependencias bajo las condiciones de seguridad e higiene fijadas por las leyes y ordenanzas. Las iglesias, las confesiones e instituciones religiosas de cualquier culto tendrán los derechos que otorgan y reconocen, con respecto a los bienes, las leyes actualmente en vigor. Los templos y sus dependencias, destinados exclusivamente al servicio de un culto, estarán exentos de toda clase de contribuciones.

Argentina 

Art. 19 Constitución Política de Argentina:

Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los magistrados. Ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe. 

A pesar de que en Argentina no está ampliamente definido el marco constitucional que define la libertad de conciencia y consecuentemente la objeción de conciencia, a nivel legal y jurisprudencial se ha facultado a las personas a negarse a la realización de ciertas conductas que van en contra de sus creencias o convicciones a saber: 
· Ley 12.245,  que dispone en su artículo 9º que”Son derechos de los profesionales y auxiliares de la enfermería... c) negarse a realizar o colaborar en la ejecución de prácticas que entren en conflicto con sus convicciones religiosas, morales o éticas, en las condiciones que determine la reglamentación, y siempre que de ello no resulte un daño inmediato o mediato en el paciente sometido a esa práctica”.

· La ley nacional 25.673, que organiza el “Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable”, prevé una excepción denominada “objeción de conciencia institucional”, según la cual Las instituciones privadas de carácter confesional que brinden por sí o por terceros servicios de salud, podrán con fundamento en sus convicciones, exceptuarse de lo dispuesto en el artículo 6, inciso b), de la presente ley. El art.6 inc.b es el que ordena el suministro de anticonceptivos.

· La objeción de conciencia en la educación y en el matrimonio civil obligatorio ha sido reconocida y desarrollada  de forma jurisprudencial, estableciendo este derecho para quienes presentaban alguna inconformidad relacionada con la regulación legal de estos dos temas. 
· En lo relativo a la objeción de conciencia en la participación electoral, la Corte Suprema de  Justicia ha establecido la facultad que tienen las personas de abstenerse de votar, cuando por sus creencias religiosas tengan el convencimiento de que no lo deben hacer.
México 

Artículo 24 de la Constitución política de México: 

Todo hombre es libre para profesar la creencia religiosa que más le agrade y para practicar las ceremonias, devociones o actos del culto respectivo, siempre que no constituyan un delito o falta penados por la ley. 

El congreso no puede dictar leyes que establezcan o prohíban religión alguna. 

Los actos religiosos de culto público se celebraran ordinariamente en los templos. Los que extraordinariamente se celebren fuera de estos se sujetaran a la ley reglamentaria

· En virtud del artículo anterior a través de la Ley de salud se  ha establecido que en virtud de la objeción de conciencia el paciente se puede negar a recibir algún tratamiento cuando el mismo vaya en contra de sus convicciones de tipo religioso. Por su parte los médicos solo se pueden negar a la prestación de procedimientos que vayan en contra de la ética médica. 

España 

Conforme al artículo 10 de Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea que consagra lo siguiente: 

Artículo 10
Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión

1.    Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. Este derecho implica la libertad de cambiar de religión o de convicciones, así como la libertad de manifestar su religión o sus convicciones individual o colectivamente, en público o en privado, a través del culto, la enseñanza, las prácticas y la observancia de los ritos.

2.    Se reconoce el derecho a la objeción de conciencia de acuerdo con las leyes nacionales que regulen su ejercicio.

Y tomando en consideración el artículo 16 de la Constitución española: 

Artículo 16
Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley.  

Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias. 

Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones.

Si bien no existe una regulación específica para el tema de la objeción de conciencia, es importante establecer que a nivel jurisprudencial se ha determinado que en todos los casos, salvo muy pocas excepciones, cuando se trate de abstenerse de hacer algún tipo de acto que vaya en contra de las propias creencias o convicciones se puede hacer uso del derecho a la objeción de conciencia, sin embargo cuando se trate de acciones  a realizar estás deben estar supeditadas a la autorización expresa del legislador por razones del orden y seguridad públicos.
Alemania 
El artículo 4° de la Ley Fundamental Alemana consagra la libertad de conciencia en el siguiente sentido: 
Artículo 4 [Libertad de creencia, de conciencia y de confesión] 

(1) La libertad de creencia y de conciencia y la libertad de confesión religiosa e ideológica son inviolables.

(2) Se garantizará el libre ejercicio del culto.

(3) Nadie podrá ser obligado, contra su conciencia, a realizar el servicio militar con armas. La regulación se hará por una ley federal. 

· En la Ley de Protección del Embrión se establece que ningún médico puede ser obligado a practicar una fecundación artificial o una transferencia de embrión a una mujer cuando sus creencias se lo impidan, y en el mismo sentido nadie puede ser obligado a participar en los mismos. 
· En la ley 18.6.1974 que reformó el Código Penal Alemán se estableció que “nadie puede ser obligado a cooperar en una interrupción del embarazo, excepto en el caso de que la colaboración, sea necesaria para salvar a la mujer de un peligro, no evitable de otro modo, de muerte o de grave daño a su salud”.
· En los demás aspectos se ha reconocido la objeción de conciencia mediante fallos de la Corte Constitucional Federal. 
La objeción de conciencia en el ámbito jurisprudencial 

En Colombia, la Corte Constitucional se ha pronunciado en varias ocasiones sobre el derecho a la objeción de conciencia en materias como; la educación, la obligación de prestar juramento, obligaciones laborales y en temas de  salud, pronunciamientos en los cuales ha establecido su procedencia de acuerdo a determinadas reglas y limitaciones. 
Así mismo se ha establecido que sin necesidad de ley que desarrolle el derecho a la objeción de conciencia, esta es objeto de protección, en la Sentencia T-547 de 1993, se protegió la libertad de conciencia de una persona que, por motivos religiosos, se negaba a rendir el juramento necesario para formular una denuncia penal.
Del mismo modo, en la Sentencia T-588 de 1998 se protegió el derecho a la objeción de conciencia en el caso de unos padres que, por consideraciones religiosas, se oponían a que sus hijos participaran en la práctica de ciertas danzas que resultaba contraria a su sentimiento religioso.

“La libertad religiosa puede, en principio, amparar a los estudiantes de abstenerse de ejecutar danzas o ritmos que en su criterio resultan pecaminosas. La objeción que se formule en este sentido debe expresarse de manera seria y sincera y no como pretexto para obviar una carga social general o un mandato legítimo.”

En el año 2004, la Corte falló en el caso de un servidor público del batallón Cacique Gaitana que no asistía a una reunión semanal convocada por orden del comandante  en la que debían participar civiles y militares sin excepción, bajo el argumento de no estar de acuerdo con ellas por razones de conciencia ya que en su desarrollo se  marchaba y entonaban los respectivos himnos de la institución.
“La Sala considera que las autoridades del Ministerio de Defensa Nacional y, en particular, de la Novena Brigada del Ejército Nacional no desconocen la libertad de conciencia del señor Henry Armando Cuellar Valbuena al exigirle que haga parte de la formación semanal y mensual en las que se informa al personal civil y militar acerca de las decisiones y novedades inherentes al servicio público que atiende ese organismo. Estos deberes son inherentes a la disciplina y al orden de la organización y no se oponen en modo alguno a la libertad de pensamiento y de creencias ni a la práctica de cultos por los miembros de esa institución. Ahora bien, si él no quiere entonar los himnos, no está obligado a hacerlo, pero lo que no puede es acudir a la acción de tutela para evadir la formación semanal o mensual, que son actos legítimos del servicio.
En la sentencia de aborto C-355 de 2006, la Corte establece tres circunstancias en las que la madre puede realizar la interrupción del embarazo sin que ello constituya delito, determinó que es estos casos si el médico objeta por razones de conciencia la práctica del aborto, está en la obligación de remitir la paciente de inmediato a un profesional para que realice el procedimiento bajo el presupuesto de tener la certeza sobre la existencia de dicho profesional, la idoneidad del mismo y la disponibilidad;

“En lo que respecta a las personas naturales, cabe advertir, que la objeción de conciencia hace referencia a una convicción de carácter religioso debidamente fundamentada, y por tanto no se trata de poner en juego la opinión del médico entorno a si está o no de acuerdo con el aborto, y tampoco puede implicar el desconocimiento de los derechos fundamentales de las mujeres; por lo que, en caso de alegarse por un médico la objeción de conciencia, debe proceder inmediatamente a remitir a la mujer que se encuentre en las hipótesis previstas a otro médico que si pueda llevar a cabo el aborto, sin perjuicio de que posteriormente se determine si la objeción de conciencia era procedente y pertinente, a través de los mecanismos establecidos por la profesión médica”
Ahora bien, la Corte ha definido en sede de tutela la imposibilidad de objetar por razones de conciencia a quienes estén investidos como autoridad pública, en el caso presentado en la T -388 de 2009, el juez de primera instancia se declara impedido para conocer de una tutela interpuesta por una ciudadana a la que le fue solicitada la autorización de un juez para proceder a practicarse  la interrupción del embarazo, ya que en los estudios prenatales el feto presentaba una malformación congénita que hacía inviable su vida.
“En efecto, cuando un funcionario o funcionaria judicial profiere su fallo no está en uso de su libre albedrío. En estos casos el juez se encuentra ante la obligación de solucionar el problema que ante él se plantea –art. 230 de la Constitución-, con base en la Constitución y demás normas que compongan el ordenamiento jurídico aplicable. Esto por cuanto su función consiste precisamente en aplicar la ley –entendida ésta en sentido amplio-, de manera que no le es dable con base en convicciones religiosas, políticas, filosóficas o de cualquier otro tipo faltar a su función. Lo anterior no significa que como persona no tenga la posibilidad de ejercer sus derechos fundamentales; significa que en su labor de administrar justicia sus convicciones no lo relevan de la responsabilidad derivada de su investidura, debiendo administrar justicia con base única y exclusivamente en el derecho, pues es esa actitud  la que hace que en un Estado impere la ley y no los pareceres de las autoridades públicas, es decir, lo que lo define que en un Estado gobierne el derecho y no los hombres, siendo ésta la vía de construcción y consolidación del Estado de derecho.

 Adicionalmente, admitir la posibilidad de objetar por motivos de conciencia la aplicación de un precepto legal determinado significa, en el caso de las autoridades jurisdiccionales, aceptar la denegación injustificada de justicia y obstaculizar de manera arbitraria el acceso a la administración de justicia. Debe tenerse presente, que con el ejercicio de la función judicial está en juego la protección de los derechos constitucionales fundamentales que han sido, a su turno, el resultado de grandes esfuerzos por parte de grupos de la sociedad históricamente discriminados – como, en el caso que nos ocupa, lo han sido las mujeres-.”

En sentencia  C-728 de 2009, la Corte analiza en toda su extensión el tema de la objeción de conciencia y exhorta al Congreso para que expida una ley que regule el ejercicio de la objeción de conciencia y establece unas limitaciones para su procedencia. 
Ahora bien, las convicciones o creencias que se invoquen, además de tener manifestaciones externas que se puedan probar, deben ser profundas, fijas y sinceras.

“Que sean profundas implica que no son una convicción o una creencia personal superficial, sino que afecta de manera integral su vida y su forma de ser, así como la totalidad de sus decisiones y apreciaciones. Tiene que tratarse de convicciones o creencias que formen parte de su forma de vida y que condicionen su actuar de manera integral. 

Que sean fijas, implica que no son móviles, que no se trata de convicciones o creencias que pueden ser modificadas fácil o rápidamente. Creencias o convicciones que tan sólo hace poco tiempo se alega tener.

Finalmente, que sean sinceras implica que son honestas, que no son falsas, acomodaticias o estratégicas. En tal caso, por ejemplo, el comportamiento violento de un joven en riñas escolares puede ser una forma legítima de desvirtuar la supuesta sinceridad, si ésta realmente no existe. 

Por otra parte, aclara la Corte, que las convicciones o creencias susceptibles de ser alegadas pueden ser de carácter religioso, ético, moral o filosófico. Las normas constitucionales e internacionales, como fue expuesto, no se circunscriben a las creencias religiosas, contemplan convicciones humanas de otro orden, que estructuran la autonomía y la personalidad de toda persona.”

PLIEGO DE MODIFICACIONES
	TEXTO DEL PROYECTO
	MODIFICACIÓN
	JUSTIFICACIÓN 

	Artículo 1°. En desarrollo del artículo 18 de la Constitución Política y de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos ratificados por Colombia, el Estado garantiza a toda persona, sin exclusión alguna, el derecho fundamental de libertad de conciencia, con la consiguiente autonomía jurídica e inmunidad de coacción.
	Artículo 1°. En desarrollo del artículo 18 de la Constitución Política y de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos ratificados por Colombia, el Estado garantiza a toda persona natural,  el derecho fundamental de libertad de conciencia.


	Se considera necesario aclarar que la libertad de conciencia es un derecho que única exclusivamente se puede predicar de las personas naturales. 
Se elimina la última expresión, por su ambigüedad desde el punto de vista jurídico. 

	Artículo 2°. La libertad de conciencia comprende el derecho de formar libremente la propia conciencia, religiosa o no, de actuar conforme a los imperativos de la misma, individual o colectivamente, y de no ser molestado por razón de las propias convicciones éticas, morales o religiosas ni compelido a actuar en contra de ellas.
	Artículo 2°. La libertad de conciencia comprende el derecho de formar libremente la propia conciencia,  de actuar conforme a los imperativos de la misma, y de no ser molestado por razón de las propias convicciones o creencias éticas, filosóficas,  morales o religiosas y de no ser  compelido a actuar en contra de ellas.
	Se amplía la posibilidad de hacer una objeción de conciencia no solo por el convencimiento propio que tenga alguien sobre algún asunto, sino además cuando se trate de ideas que considera ciertas o acertadas. 

	Artículo 3°. La libertad de conciencia incluye asimismo el derecho de objeción de conciencia, entendida como el derecho de toda persona de ser eximida del cumplimiento de aquellas obligaciones jurídicas (de carácter constitucional, legal, administrativo, judicial o contractual) que le impongan acciones u omisiones contrarias a los propios y graves imperativos religiosos, morales o éticos, sinceramente asumidos y debidamente probados.

El derecho de objeción de conciencia no exime del cumplimiento de prestaciones sustitutivas que, según el caso, puedan establecerse con la finalidad de garantizar el principio de igualdad ante la ley o evitar el fraude de ley.

Teniendo en cuenta lo indicado en el literal d) del artículo 7° de esta ley, en el caso de menores de edad la objeción de conciencia podrá ser planteada por sus padres o representantes legales.
	Artículo 3°. La libertad de conciencia incluye asimismo el derecho de objeción de conciencia, entendida como el derecho de toda persona natural a no ser obligada a cumplir un imperativo jurídico que resulte contrario a sus propias  convicciones de carácter ético, moral,  religioso o filosófico.  
El derecho de objeción de conciencia no exime del cumplimiento de prestaciones sustitutivas que, según el caso, puedan establecerse con la finalidad de garantizar el principio de igualdad ante la ley o evitar el fraude de ley.

En todo caso, las personas naturales que por razón de su profesión u oficio ejerzan el derecho a la objeción de conciencia, deberán realizar acciones eficaces y oportunas para garantizar que no se afecten los derechos de terceros que requieran de sus servicios, si es el caso. En el evento de que el cumplimiento del imperativo jurídico se requiera de manera urgente e inaplazable para proteger los derechos fundamentales o la existencia del orden constitucional, deberá remitir el caso a otro profesional que esté en capacidad de cumplir con la obligación. 

Teniendo en cuenta lo indicado en el literal d) del artículo 7° de esta ley, en el caso de menores de edad la objeción de conciencia podrá ser planteada por sus padres o representantes legales.
	 Se modifica la redacción del artículo, de tal suerte que a través de la objeción de conciencia se puedan dejar de cumplir mandatos de índole constitucional en los que exista un interés superior.
Se ponen de presente las situaciones en que aplica la objeción de conciencia en relación a todos los tipos de creencias. 


	Artículo 4°. La libertad de conciencia, incluida su manifestación mediante objeción de conciencia, sólo puede ser objeto de aquellas restricciones que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad pública, la protección del orden público, de la salud o de la moral pública, o la protección de los derechos o las libertades de terceros.
	Artículo 4°. La libertad de conciencia, incluida su manifestación mediante objeción de conciencia, sólo puede ser objeto de aquellas restricciones que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad pública, la protección del orden público, de la salud, los derechos colectivos, o la protección de los derechos fundamentales de terceros.
En consonancia con el inciso anterior el servidor público no objetara por razones de conciencia el cumplimiento de las actividades a las que está obligado en razón del cargo.
	Por considerar el término pública ambiguo se establece como restricción a la libertad de conciencia los derechos colectivos. 

	Artículo 5°. Ninguna persona podrá ser objeto de tratamiento discriminatorio, directo o indirecto, por razón del ejercicio de su derecho de objeción de conciencia. Lo anterior se aplica igualmente a quienes tienen alguna relación funcionarial o contractual con el Estado o con cualquier órgano o agencia pública.
 El tratamiento discriminatorio a los objetores, ya sea por parte de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, dará lugar a responsabilidad jurídica.
	Artículo 5°. Ninguna persona podrá ser objeto de tratamiento discriminatorio, directo o indirecto, por razón del ejercicio de su derecho de objeción de conciencia. El tratamiento discriminatorio a los objetores, ya sea por parte de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, dará lugar a las responsabilidades de tipo disciplinario, administrativo o penal a que haya lugar.


	Se considera necesario aclarar los tipos de responsabilidad que puede acarrear la discriminación  por razones de la libertad de conciencia. 

	Artículo  6°. La objeción de conciencia, suficientemente motivada, se presentará por escrito ante la autoridad que estableció la respectiva obligación o ante quien tenga el deber de hacerla cumplir. 

En cualquier caso, se reconoce el derecho a la acción de tutela, en los términos establecidos por la Constitución y la ley.
	Artículo 6°. La objeción de conciencia, suficientemente motivada, se presentará por escrito ante la autoridad que estableció la respectiva obligación o ante quien tenga el deber de hacerla cumplir. 


	No es necesario aclarar el derecho a la acción de tutela que tiene toda persona para reclamar su derecho a la libertad de conciencia. 

	Artículo 7°. Las autoridades señaladas en el artículo anterior y, en su caso, los jueces, al examinar la objeción de conciencia, o los conflictos a que su ejercicio pueda dar lugar, además de tener en cuenta las leyes o reglamentos específicos que pudieran existir, deberán:

a) Examinar si la objeción corresponde a un imperativo religioso, ético o moral sincero, grave e ineludible, sin entrar a juzgar la pertinencia o procedencia de las convicciones o creencias del objetor;

b) Establecer si, de conformidad con el artículo 4° de esta ley, como consecuencia del ejercicio del derecho de objeción de conciencia resultan afectados los derechos fundamentales de otros o un interés jurídico superior y, en caso afirmativo, determinar si pueden utilizarse medios alternativos para el cumplimiento del deber jurídico en cuestión que permitan el máximo respeto posible de la conciencia del objetor;

c) Ordenar, cuando corresponda, el cumplimiento de obligaciones sustitutivas respetuosas de la conciencia del objetor, teniendo en cuenta que no podrán establecerse prestaciones sustitutivas o alternativas que tengan carácter sancionatorio o discriminatorio;

d) Asegurar la protección de los menores de edad cuando de algún modo se vean afectados por la objeción.
	Artículo 7°. Las autoridades señaladas en el artículo anterior y, en su caso, los jueces, al examinar la objeción de conciencia, o los conflictos a que su ejercicio pueda dar lugar, además de tener en cuenta las leyes o reglamentos específicos que pudieran existir, deberán:

a) Examinar si la objeción corresponde a un imperativo religioso, filosófico,  ético o moral sincero, grave e ineludible, sin entrar a juzgar la pertinencia o procedencia de las convicciones o creencias del objetor;

b) Establecer si, de conformidad con el artículo 4° de esta ley, como consecuencia del ejercicio del derecho de objeción de conciencia resultan afectados los derechos fundamentales de otros o un interés jurídico superior y, en caso afirmativo, determinar si pueden utilizarse medios alternativos para el cumplimiento del deber jurídico en cuestión que permitan el máximo respeto posible de la conciencia del objetor;

c) Ordenar, cuando corresponda, el cumplimiento de obligaciones sustitutivas respetuosas de la conciencia del objetor, teniendo en cuenta que no podrán establecerse prestaciones sustitutivas o alternativas que tengan carácter sancionatorio o discriminatorio;

d) Asegurar la protección de los menores de edad cuando de algún modo se vean afectados por la objeción.
	En concordancia con lo modificado anteriormente se incluye el término filosófico de acuerdo con lo establecido en la jurisprudencia de la Corte Constitucional.

	Artículo 8°. En caso de duda, las disposiciones anteriores deberán interpretarse del modo menos restrictivo para la libertad de conciencia del objetor.
	Artículo 8°. En caso de duda, al resolver la objeción de conciencia deberán ponderarse los derechos en conflicto y resolver el caso de la forma menos onerosa para los derechos involucrados.  
	Se considera arbitrario determinar que cuando entren en colisión el derecho a la objeción de conciencia con los derechos de otras personas.  

	Artículo 9°. Sin perjuicio de otros supuestos que pudieran presentarse, se reconoce especialmente el derecho de objeción de conciencia en las siguientes circunstancias:

a) En la prestación del servicio militar;

b) En obligaciones que puedan imponerse con ocasión del ejercicio de la profesión médica o de profesiones relativas a la salud;

c) En el cumplimiento de obligaciones civiles y laborales, como son el deber de prestar juramento, rendir homenaje a los símbolos patrios, días laborales y demás obligaciones afines;

d) En las actividades de investigación científica;

e) En la prestación de servicios farmacéuticos;

f) En el ámbito educativo, cuando las actividades o programas de enseñanza incluyan aspectos incompatibles con las propias creencias o convicciones;

g) En el ámbito del ejercicio de las funciones públicas, cuando las obligaciones para ser cumplidos incluyan aspectos incompatibles con las propias creencias o convicciones.

El Estado garantizará en estos y otros supuestos el cumplimiento efectivo de los servicios públicos y de las funciones públicas, sin detrimento del ejercicio del derecho fundamental de libertad de conciencia.


	Artículo 9°. Sin perjuicio de otros supuestos que pudieran presentarse, se reconoce especialmente el derecho de objeción de conciencia en las siguientes circunstancias:

1. En obligaciones que puedan imponerse con ocasión del ejercicio de la profesión médica o de profesiones relativas a la salud;

2. En el cumplimiento de obligaciones civiles y laborales, como son el deber de prestar juramento, rendir homenaje a los símbolos patrios, días laborales y demás obligaciones afines;

3. En las actividades de investigación científica;

4. En el ámbito educativo, cuando las actividades o programas de enseñanza incluyan aspectos incompatibles con las propias creencias o convicciones;

El Estado garantizará en estos y otros supuestos el cumplimiento efectivo de los servicios públicos y de las funciones públicas, sin detrimento del ejercicio del derecho fundamental de libertad de conciencia.


	Se elimina la posibilidad de hacer objeción de conciencia en la prestación del servicio militar obligatorio, por cuanto esta regulación debe ser objeto de una ley especial en la que se regule todo lo relativo a la seguridad nacional incluido este tema. 
De igual manera se retira la causal de servicios farmacológicos  por cuanto su consagración puede prestarse para interpretaciones restrictivas de los derechos fundamentales de determinados grupos poblacionales.


	Artículo 10. Cuando lo considere conveniente para la mejor garantía de la libertad de conciencia y de la seguridad jurídica, corresponde al Gobierno Nacional la reglamentación oportuna de los distintos supuestos de objeción de conciencia, actuales o futuros en el marco de los principios establecidos en esta ley y sin afectar el contenido esencial del derecho de libertad de conciencia.
	Eliminado
	Se elimina el artículo, en razón a que la determinación de los supuestos de la objeción de conciencia debe ser potestad exclusiva del legislador. 

	Artículo 11. De conformidad con el artículo 15 de la Ley 133 de 1994 (Ley Estatutaria de Libertad Religiosa) y demás normas reglamentarias, el Estado colombiano podrá celebrar Tratados Internacionales o Convenios de Derecho Público Interno con las iglesias, confesiones y denominaciones religiosas reconocidas o registradas ante el Ministerio del Interior y de Justicia, en los que se regulen la posibilidad y modalidades de ejercicio del derecho fundamental de objeción de conciencia de acuerdo con las enseñanzas o los preceptos de la respectiva iglesia o confesión religiosa.


	Eliminado
	En el mismo sentido del artículo anterior, se elimina este artículo por cuanto en Colombia como postulado constitucional se encuentra consagrada la libertad religiosa, y en virtud de ese artículo se permite la celebración de convenios o tratados de derecho público para reconocer personería jurídica a la iglesias con representación en Colombia, sin embargo a través de estos tratados no es conveniente que se establezcan de manera general los supuestos de la objeción de conciencia, que deben ser regulados en el derecho interno por tratarse de un estado laico. 

	Artículo 12. Se reconoce el derecho de las personas jurídicas de carácter privado de determinar su propio ideario institucional y de no ser obligadas a actuar en contra del mismo, en términos análogos a los expresados en los artículos anteriores.


	Artículo 10.  Las personas jurídicas en desarrollo de su derecho de asociación pueden establecer en sus estatutos un ideario institucional de acuerdo con los objetivos perseguidos por los asociados, pero no podrán invocar la objeción de conciencia, sin perjuicio de que los socios o trabajadores ejerzan ese derecho.

Las personas jurídicas de derecho privado no podrán realizar actos discriminatorios o que vulneren los derechos fundamentales de quienes no compartan el ideario de la entidad. 
	En concordancia con el artículo 1° de este Proyecto de Ley se establece que las personas jurídicas a pesar de que tienen  la posibilidad de establecer su propio ideario institucional tal y como lo ha determinado la jurisprudencia constitucional, no pueden ejercer la objeción de conciencia potestad exclusiva de las personas naturales, lo cual se establece a favor del interés general. 

	Artículo 13. Las personas jurídicas de que trata el artículo anterior pueden requerir a sus miembros o dependientes que ajusten su conducta a los principios reconocidos en los estatutos, y pueden adoptar, en caso de incumplimiento, las medidas sancionatorias que los estatutos prevean.  
	Eliminado
	Este  artículo se elimina por cuanto se considera violatorio del derecho a la libertad de conciencia el establecer que en eventuales casos pueden existir sanciones para quienes vayan en contra del ideario de la entidad en la cual trabajan, así se trate de personas jurídicas de derecho privado. 

	Artículo 14. Es deber del Gobierno Nacional y de los gobiernos departamentales, distritales y municipales dar a conocer esta ley  por cualquier medio que se considere efectivo y expedito para su debida comprensión.
	Eliminado
	Se elimina este artículo por cuanto no se considera oportuno establecer esta obligación en cabeza de las entidades territoriales toda vez que es obligación de la ciudadanía conocer las leyes y la difusión de las mismas se hace no solo a través del diario oficial sino también a través de medios electrónicos como la página web de la Presidencia de la República y la Secretaría del Senado. 

	Artículo 15. Esta ley regirá a partir de su promulgación, deroga toda norma que le resulta contraria  y será publicada en la Gaceta del Congreso y en el Diario Oficial.
	Artículo 11. La presente Ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
	Se modifica la redacción de la vigencia por cuanto todo proyecto de ley de no ser publicado en la gaceta adolecería de un vicio de procedimiento y toda ley es publicada en el diario oficial.  


PROPOSICIÓN

Por las anteriores consideraciones, nos permitimos solicitar a los Representantes de la Comisión Primera Constitucional, aprobar en primer debate el Proyecto de ley No. 022 de 2011 “Por la cual  se reglamenta el derecho de libertad de conciencia, reconocido en el artículo 18 de la Constitución Política”

Cordialmente,

ALFONSO PRADA 
                                              GERMAN NAVAS TALERO

                    

PONENTE                                                                PONENTE  
FERNANDO DE LA PEÑA                                  
PONENTE

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE
PROYECTO DE LEY NO. 022 DE 2011 
“POR LA CUAL  SE REGLAMENTA EL DERECHO DE LIBERTAD DE CONCIENCIA, RECONOCIDO EN EL ARTÍCULO 18 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA”
ARTÍCULO 1°. En desarrollo del artículo 18 de la Constitución Política y de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos ratificados por Colombia, el Estado garantiza a toda persona natural,  el derecho fundamental de libertad de conciencia.

ARTÍCULO 2°. La libertad de conciencia comprende el derecho de formar libremente la propia conciencia,  de actuar conforme a los imperativos de la misma, y de no ser molestado por razón de las propias convicciones o creencias éticas, filosóficas, morales o religiosas y de no ser  compelido a actuar en contra de ellas.

ARTÍCULO 3°. La libertad de conciencia incluye asimismo el derecho de objeción de conciencia, entendida como el derecho de toda persona natural a no ser obligada a cumplir un imperativo jurídico que resulte contrario a sus propias  convicciones de carácter ético, moral, religioso o filosófico.  
El derecho de objeción de conciencia no exime del cumplimiento de prestaciones sustitutivas que, según el caso, puedan establecerse con la finalidad de garantizar el principio de igualdad ante la ley o evitar el fraude de ley.
En todo caso, las personas naturales que por razón de su profesión u oficio ejerzan el derecho a la objeción de conciencia, deberán realizar acciones eficaces y oportunas para garantizar que no se afecten los derechos de terceros que requieran de sus servicios, si es el caso. En el evento de que el cumplimiento del imperativo jurídico se requiera de manera urgente e inaplazable para proteger los derechos fundamentales o la existencia del orden constitucional, deberá remitir el caso a otro profesional que esté en capacidad de cumplir con la obligación. 

Teniendo en cuenta lo indicado en el literal d) del artículo 7° de esta ley, en el caso de menores de edad la objeción de conciencia podrá ser planteada por sus padres o representantes legales.

ARTÍCULO 4°. La libertad de conciencia, incluida su manifestación mediante objeción de conciencia, sólo puede ser objeto de aquellas restricciones que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para  la protección del orden público, de la salud, los derechos colectivos, o la protección de los derechos fundamentales de terceros.
En consonancia con el inciso anterior el servidor público no objetara por razones de conciencia el cumplimiento de las actividades a las que está obligado en razón del cargo.

ARTÍCULO 5°. Ninguna persona podrá ser objeto de tratamiento discriminatorio, directo o indirecto, por razón del ejercicio de su derecho de objeción de conciencia. El tratamiento discriminatorio a los objetores, ya sea por parte de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, dará lugar a las responsabilidades de tipo disciplinario, administrativo o penal a que haya lugar.

ARTÍCULO 6°. La objeción de conciencia, suficientemente motivada, se presentará por escrito ante la autoridad que estableció la respectiva obligación o ante quien tenga el deber de hacerla cumplir. 

ARTÍCULO 7°. Las autoridades señaladas en el artículo anterior y, en su caso, los jueces, al examinar la objeción de conciencia, o los conflictos a que su ejercicio pueda dar lugar, además de tener en cuenta las leyes o reglamentos específicos que pudieran existir, deberán:

a) Examinar si la objeción corresponde a un imperativo religioso, ético o moral sincero, grave e ineludible, sin entrar a juzgar la pertinencia o procedencia de las convicciones o creencias del objetor;

b) Establecer si, de conformidad con el artículo 4° de esta ley, como consecuencia del ejercicio del derecho de objeción de conciencia resultan afectados los derechos fundamentales de otros o un interés jurídico superior y, en caso afirmativo, determinar si pueden utilizarse medios alternativos para el cumplimiento del deber jurídico en cuestión que permitan el máximo respeto posible de la conciencia del objetor;

c) Ordenar, cuando corresponda, el cumplimiento de obligaciones sustitutivas respetuosas de la conciencia del objetor, teniendo en cuenta que no podrán establecerse prestaciones sustitutivas o alternativas que tengan carácter sancionatorio o discriminatorio;

d) Asegurar la protección de los menores de edad cuando de algún modo se vean afectados por la objeción.

ARTÍCULO 8°. En caso de duda, al resolver la objeción de conciencia deberán ponderarse los derechos en conflicto y resolver el caso de la forma menos onerosa para los derechos involucrados.  
ARTÍCULO 9°. Sin perjuicio de otros supuestos que pudieran presentarse, se reconoce especialmente el derecho de objeción de conciencia en las siguientes circunstancias:
1. En obligaciones que puedan imponerse con ocasión del ejercicio de la profesión médica o de profesiones relativas a la salud;

2. En el cumplimiento de obligaciones civiles y laborales, como son el deber de prestar juramento, rendir homenaje a los símbolos patrios, días laborales y demás obligaciones afines;

3. En las actividades de investigación científica;

4. En el ámbito educativo, cuando las actividades o programas de enseñanza incluyan aspectos incompatibles con las propias creencias o convicciones;

El Estado garantizará en estos y otros supuestos el cumplimiento efectivo de los servicios públicos y de las funciones públicas, sin detrimento del ejercicio del derecho fundamental de libertad de conciencia.

ARTÍCULO 10.  Las personas jurídicas en desarrollo de su derecho de asociación pueden establecer en sus estatutos un ideario institucional de acuerdo con los objetivos perseguidos por los asociados, pero no podrán invocar la objeción de conciencia, sin perjuicio de que los socios o trabajadores ejerzan ese derecho.

Las personas jurídicas de derecho privado no podrán realizar actos discriminatorios o que vulneren los derechos fundamentales de quienes no compartan el ideario de la entidad. 

Artículo 11. La presente Ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

Cordialmente,

ALFONSO PRADA 
                                              GERMAN NAVAS TALERO
                    

PONENTE                                                                PONENTE  
FERNANDO DE LA PEÑA                                  

PONENTE

� C- 728  de 2009. MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.


� T -388 de 2009. MP. Humberto Antonio Sierra Porto


� � Citada por Suarez Pertierro, Gustavo: La objeción de conciencia al servicio militar en España,  en "Anuario de Derechos Humanos", Instituto de Derechos Humanos,  Madrid, 1990.  Pág. 251.


� Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 22, párr. 11.





